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ACTA 
 

 

Título reunión 

COMISIÓN DISCIPLINARIA 

 

Lugar Fecha Hora inicio Hora fin 

Madrid 06/10/2026 12:30 h 13:30 h 

 

Asistentes  

D. José María Fernández Seijo Presidente  

D. Ricardo Bodas Martín Vocal 

D. José Luis Costa Pillado Vocal 

Dª. María Pilar Jiménez Bados Vocal 

D. José María Páez Martínez-Virel Vocal 

D. José Carlos Orga Larrés Vocal 

Dª. Lucía Avilés Palacios Vocal 

Dª Laura de Lorenzo Aracama Secretaria 

 

Acuerdos alcanzados 

Uno. - Lectura y aprobación del acta de la reunión celebrada el 15 de 

septiembre de 2026. 

Dos. Expediente disciplinario núm. XXX.- Quedar enterada del acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria de incoar expediente disciplinario a X por la 

posible comisión de una falta grave o leve (Art. 418.5 o art. 419.2 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial) en su actuación como magistrado titular de X. 

Tres. Expediente disciplinario núm. XXX.- Quedar enterada del acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria de incoar expediente disciplinario a X, por la 

posible comisión de una falta grave, artículo 418.6 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, en su actuación como magistrada en funciones de sustitución en X 

Cuatro. Expediente Disciplinario núm. XXX.- Imponer a X una sanción de 

multa por importe de seiscientos euros (600 €) por la comisión de una falta grave 

del artículo 418.11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su actuación como 

magistrada del Juzgado X. Este acuerdo es aprobado por unanimidad de los 

miembros de la Comisión. 

Cinco. Expediente disciplinario núm. XXX.- Quedar enterada del escrito 

presentado por el representante de XXX solicitando la terminación y archivo del 

expediente disciplinario por pérdida sobrevenida de la condición de juez sustituto 

del expedientado, sancionado mediante Acuerdo de 24 de febrero de 2026 con 

multa por importe de doscientos euros (200 euros) por la comisión de una falta 

leve de retraso (Art.419.3 LOPJ), sin que dicho acuerdo haya alcanzado firmeza. 



 
CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 

 Personal Judicial 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nº Acta:    15/2026 

 

Acuerdos alcanzados 

Seis. Expediente disciplinario núm. XXX.- Visto el  acuerdo del Pleno del 

Consejo General del Poder Judicial por el que se acuerda no prorrogar, para el 

año judicial 2026/2027, el nombramiento como jueza sustituta de  doña X, 

sancionada mediante resolución de 20 de enero de 2026 a una sanción de 

suspensión de funciones por un periodo de tres meses, por la comisión de una 

falta muy grave de retraso (Art. 417.9 LOPJ), la Comisión Disciplinaria acuerda 

declarar el archivo del expediente por pérdida sobrevenida de la condición de 

jueza sustituta y, en consecuencia, la inejecución de la sanción impuesta; y 

remitir comunicación al Servicio de Personal Judicial (Calificación) interesando 

informen a este Servicio si, en el plazo de dos años, la interesada vuelve a ser 

nombrada magistrada suplente o  jueza sustituta. 

Siete. Expediente disciplinario núm. XXX.- Quedar enterada del Auto dictado 

por la Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo por el que deniega la medida 

cautelar instada por XXX de suspender la ejecución de la sanción de suspensión 

de funciones por tiempo de cinco meses, que le fue impuesta por la comisión de 

una falta muy grave de retraso, art. 417.9 LOPJ, en su actuación como 

magistrada integrante de X. 

Ocho. Acción Disciplinaria Tribunales núm. XXX (DI XX/2026).- Quedar 

enterada del acuerdo del Tribunal Superior de Justicia de X, por el que archiva 

las actuaciones relativas a la queja formulada por la posible comisión de una falta 

leve del artículo 419.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la actuación de 

X como magistrado de X. 

Nueve. Acción Disciplinaria Tribunales núm. XXX (DI XX/26 y XXX/26).- 

Quedar enterada del acuerdo del Tribunal Superior de Justicia de X, por el que 

archiva las actuaciones relativas a la queja formulada por la posible comisión de 

una falta leve del artículo 419.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la 

actuación de X como magistrado de X. 

Diez. Acción Disciplinaria Tribunales núm. XXX.- Quedar enterada del 

acuerdo del Promotor de la Acción Disciplinaria de remitir al Tribunal Superior de 

Justicia de X, testimonio de las actuaciones relativas a la queja formulada por la 

posible comisión de una falta leve del artículo 419.3 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, en la actuación de X como magistrada de X. 

Once. Acción Disciplinaria Tribunales núm. XXX.- Quedar enterada del 

acuerdo del Promotor de la Acción Disciplinaria de remitir al Tribunal Superior de 

Justicia de X, testimonio de las actuaciones relativas a la queja formulada por la 

posible comisión de una falta leve del artículo 419.3 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, en la actuación de X como magistrado de X. 
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Acuerdos alcanzados 

Doce. Acción Disciplinaria Tribunales núm. XXX.- Quedar enterada del 

acuerdo del Promotor de la Acción Disciplinaria de remitir al Tribunal Superior de 

Justicia de X, testimonio de las actuaciones relativas a la queja formulada por la 

posible comisión de una falta leve del artículo 419.3 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, en la actuación de X como magistrado de X. 

Trece. Información Previa Jurisdicción Militar XXX.- Archivar la queja 

presentada por X sobre la actuación del juez togado del Juzgado X en la 

instrucción de las diligencias previas núm. XX/XX/26 seguidas en dicho órgano 

conforme al informe emitido por el Servicio de Inspección que se anexiona al 

acta -ISI XXX-2026 (Complementario)-. 

 

La totalidad de los acuerdos fueron aprobados por unanimidad de todos los 

miembros de la comisión, fijándose la próxima comisión para el día 20 de 

octubre 2026. 

Vº Bº Presidente La Secretaria 
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CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 


COMISION DISCIPLINARIA 


En Madrid, a 9 de octubre de 2026 


La Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial, 


integrada por su Presidente, Excmo. Sr. José María Fernández Seijo, y los 


Vocales Excmos. Sres. Ricardo Bodas Martín, José Luis Costa Pillado, María 


Pilar Jiménez Bados, José María Páez Martínez-Virel, José Carlos Orga Larrés 


y Lucía Avilés Palacios, ha visto el Expediente Disciplinario nº X/2026, 


instruido contra la Ilma. Sra. Dª. XXX, por su actuación como magistrada 


del juzgado X, por la presunta comisión de la falta disciplinaria prevista en 


el artículo 418.11 de la Ley Orgánica 6/1985. 


ANTECEDENTES 


PRIMERO. - En fecha 7 de enero de 2026 se adoptó el acuerdo de 


incoación de expediente disciplinario contra la Ilma. Sra. Dª. XXX, por su 


actuación como magistrada del juzgado X, por la presunta comisión de la 


falta disciplinaria prevista en el artículo 418.11 de la Ley Orgánica 6/1985. 


SEGUNDO. - Notificado el citado acuerdo a la interesada, se practicaron 


las actuaciones que se consideraron necesarias para averiguar los hechos 


objeto del expediente, como fue la formulación del correspondiente Pliego 


de Cargos, en fecha 27 de febrero de 2026, con la indicación de que los 


hechos reflejados pudieran constituir una falta de retraso injustificado, 


prevista en el artículo 418.11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


De todo lo actuado y a los efectos del artículo 425.3 de la Ley Orgánica 


del Poder Judicial, se dio traslado al Ministerio Fiscal, trámite correspondido 


en plazo y forma mediante escrito de fecha 1 de abril de 2026. 
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TERCERO. - El Promotor de la Acción Disciplinaria dictó en fecha 9 de 


abril de 2024 propuesta de resolución, en la que reseñó que los hechos 


llevados a cabo por la expedientada podían ser merecedores de una sanción 


de cuatro mil euros (4.000 €) de multa, como autora disciplinariamente 


responsable de una falta grave prevista en el n. 11 del artículo 418 de la 


LOPJ. 


CUARTO. – Remitidas las actuaciones a la Comisión Disciplinaria del 


Consejo General del Poder Judicial, se solicitó al Promotor que intentara de 


nuevo tomar declaración a la expedientada y que actualizara los datos sobre 


la situación de baja de la misma. El día 17 de septiembre de 2026 doña X 


declaró ante el Promotor de la Acción Disciplinaria. 


QUINTO.- Completadas las diligencias pendientes, pasaron las 


actuaciones de nuevo a la Comisión Disciplinaria. 


SEXTO.-En la tramitación del presente expediente disciplinario se han 


observado las prescripciones legales establecidas. 


 


HECHOS PROBADOS 


PRIMERO. – Dña. X fue la magistrada titular del Juzgado X, hasta la 


fecha de su cese, el 4 de mayo de 2021, al obtener plaza, por concurso de 


traslado, en el Juzgado X. 


SEGUNDO. - Tras dicho cese, en el Tribunal Superior de Justicia de X se 


recibieron sendas comunicaciones remitidas por la Letrada de la 
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COMISION DISCIPLINARIA 


Administración de Justicia del Juzgado X, en las que se hacía saber de la 


existencia de diversos procedimientos que precisaban ser resueltos por la 


expedientada a raíz de los escritos presentados por las partes en donde 


solicitaban aclaración o complemento, además de un juicio ordinario que la 


magistrada había dejado sin dictar sentencia. 


Ello motivó las siguientes disposiciones por parte de la Presidencia de 


dicho Tribunal Superior de Justicia: 


1. Comunicación a la Letrada, de fecha 22 de septiembre de 2022, 


informándole de la proyección procesal que se advertía en dichas 


causas a la luz de las incidencias sobrevenidas (baja por razón de 


enfermedad de Dña. X). 


2. Comunicación a la Letrada, de fecha 1 de diciembre de 2022, 


informándole de la necesidad de aguardar a la obtención de la alta 


médica con el fin de efectuar el correspondiente llamamiento que 


diese cobertura al dictado de determinadas resoluciones 


pendientes. 


3. Acuerdo de 20 de febrero de 2024, por el que se participaba a la 


Letrada la obligación que pesaba sobre la Magistrada de dictar las 


resoluciones pendientes. 


4. Acuerdo de 25 de abril de 2025 por el que se participaba a la 


referida Magistrada la necesidad de asumir, sin más demora, la 


resolución de los asuntos que había dejado pendientes en el 


Juzgado X. 
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TERCERO. - Por correo electrónico se notificaron a Dña. X X, tanto la 


resolución de la consulta recibida de la Letrada de la Administración de 


Justicia como el Acuerdo de 25 de abril que acaba de mencionarse. 


Asimismo, la situación se puso en conocimiento del CGPJ, cuya Comisión 


Permanente, en Acuerdo de 7 de marzo de 2024, tomó conocimiento del 


Acuerdo –antes reseñado- dictado por esta Presidencia el 20 de febrero del 


mismo año. 


Por correo de 27 de mayo de 2025, dicha Presidencia consultó a la 


Letrada de la Administración de Justicia el estado de los procedimientos 


cuya resolución final –del tipo que fuese- estaba afectada por las incidencias 


anteriores, respondiendo dicha Letrada que la magistrada aún no había 


remitido nada resuelto. 


CUARTO. - Conforme certificó la LAJ del Juzgado X, las resoluciones 


pendientes de dictar por la magistrada, con indicación de la fecha en que 


causaron estado, a 25 de septiembre de 2025 era el siguiente:  


P.ORDINARIO   601/2018  ERRORES MATERIALES: INFORME PERICIAL 


EQUIVOCADO Y COMPLEMENTO: LA SENTENCIA NO SE 


PRONUNCIA SOBRE supresión o reducción del daño como 


consecuencia de la reventa del vehículo  


25/05/2021  


P.ORDINARIO   1100/2018  


  


ERROR EN LA VALORACION DEL INFORME PERICIAL. EL 


INFORME PERICIAL QUE SE VALORA ES OTRO. ERROR EN EL 


FALLO EN EL NOMBRE DE LAS CODEMANDADAS condena 


uno y son más. 


29/06/2021  


P.ORDINARIO  178/2018  ACLARACIÓN Y SUBSANCIÓN:OMISIÓN DE 


PRONUNCIAMIENTOS RELATIVOS A PRETENSIONES 


20/09/2021  
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DEDUCIDAS EN LA DEMANDA, EX ARTÍCULO 215.2 LEC. .- 


ACLARACIÓN DE SENTENCIA SOBRE LOS MOTIVOS QUE 


LLEVAN A LA JUZGADORA A DESESTIMAR LA DEMANDA 


FRENTE A PARQUE FAMILIAR DE X y PARQUE FAMILIAR X    


P.ORDINARIO  1488/2019  SUBSANACIÓN y COMPLEMENTO  


Tenga a bien aclarar que la ST 49/2021 se refiere en 


exclusiva a la falta de asistencia de notario a la junta general 


universal, habiendo quedado fuera del objeto procesal la 


pretendida. nulidad por denegación del derecho de 


información. Que se subsane o complete la ST 49/2021 la 


inatención de la alegación sustancial planteada con respecto 


al carácter “ultra vires” del art. 203 de la LSC en lo que a 


sociedades anónimas se refiere. 


27/04/2021  


ICO 734/2016 COMPLEMENTO y/o RECTIFICACION: No resuelve 


respecto de las excepciones procesales:  


falta de legitimación, ejercicio tardío del derecho, falta 


del requisito de procedibilidad. No resuelve sobre el motivo 


de oposición respecto al fondo del asunto.   


24/02/2021 


P.ORDINARIO   232/2016 COMPLEMETO: El fallo de la Sentencia no cumple con los 


requisitos del artículo 209.4 de la LEC. Omisión sobre los 


pronunciamientos de la demanda.   


01/06/2022 


P.ORDINARIO 44/2018 ACLARACIÓN: En cuanto a la expresa petición sobre 


intereses y costas provenientes del P.O. 1179/2013 y su 


ejecución (Juzg. 1ª Inst. X)  


30/04/2021 


CONCURSO   343/2017 COMPLEMENTO:  


Pronunciamiento en costas en Fund. De D, y no en Parte 


Dispositiva 


30/04/2021 
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ICO   546/2016 Solicita nulidad por vulneración de la tutela judicial 


efectiva.   


26/10/2020 


P.ORDINARIO 385/2015 Para Sentencia   19/02/2024  


 


 


QUINTO. - Conforme informó el Excmo. Sr. Presidente del Tribunal 


Superior de Justicia de X: 


1. La magistrada Dª Xse encuentra en la actualidad de baja laboral 


que se inició el día 31 de marzo del año 2025. 


2. Que los periodos de baja de la magistrada desde el año 2021 son 


los siguientes:  


• Desde el día 11 de febrero de 2021 al día 10 de febrero de 


2022. 


• Desde el día 1 de julio de 2022 al día 26 de julio de 2023. 


• Desde el día 31 de marzo de 2025, no constando su 


reincorporación desde entonces. 


SEXTO. - Según ha informado la magistrada en el curso de las diligencias 


informativas XXX/2025 de las que este expediente disciplinario trae causa:  
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- El día 12 de febrero de 2021 inició un proceso de incapacidad 


temporal por enfermedad, prorrogado en varios periodos 


sucesivos. 


- El 11 de febrero de 2022 tomó posesión en el Juzgado X, 


dejando su anterior destino, el Juzgado X. La reincorporación 


efectiva se produjo en marzo de 2022. 


- Tres meses después, con fecha 1 de julio de 2022, inició un 


nuevo periodo de incapacidad temporal por enfermedad 


oncológica grave, siendo imposible atender las obligaciones 


derivadas de su destino judicial. 


- Con fecha 26 de julio de 2023 obtuvo alta médica, si bien —


según afirma— la reincorporación efectiva se produjo 


finalmente en octubre de 2023, tras un proceso de 


recuperación derivado de la enfermedad sufrida. 


SÉPTIMO.- La magistrada contactó en al menos dos ocasiones con la 


presidencia del Tribunal de Justicia de X. En esos contactos la presidencia 


le advirtió que debía resolver los asuntos pendientes del juzgado mercantil, 


asuntos que se habían remitido físicamente a su nuevo destino en un 


Juzgado de Primera Instancia. 


OCTAVO.- La dedicación de la magistrada, doña X X, alcanzó el 90,5% 


en el año 2023, el 346,2% en el año 2024 y el 286,9% en el primer 


trimestre del año 2025. 
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NOVENO. - La Ilma. Sra. DOÑA XXX tiene anotada una sanción de 


advertencia por la comisión de una falta prevista en el artículo 419.3 de la 


Ley Orgánica del Poder Judicial, por retraso, impuesta por resolución de 1 


de diciembre de 2025. 


 


FUNDAMENTOS DE DERECHO 


PRIMERO.- Los hechos declarados probados lo son como consecuencia 


de la prueba practicada en el procedimiento disciplinario con todas las 


garantías de contradicción, y ponen de manifiesto que la conducta de la 


expedientada podría ser constitutiva de una falta grave de retraso 


injustificado en el dictado de varias resoluciones, tipificada en el artículo 


418.11 de la Ley Orgánica 6/1985, consistente en  “El retraso injustificado 


en la iniciación o en la tramitación de los procesos o causas de que conozca 


el juez o magistrado en el ejercicio de su función, si no constituye falta muy 


grave”. 


Tanto los informes emitidos por la presidencia del Tribunal Superior de X 


como las comunicaciones remitidas por la letrada de la Administración de 


Justicia del juzgado mercantil acreditan la realidad de los hechos probados. 


La declaración de la Sra. X X corrobora la realidad de los hechos, es decir, 


que tuvo conocimiento de la existencia de varios procedimientos judiciales 


pendientes de resoluciones que necesariamente debía dictar la 


expedientada, que incluso los recibió físicamente en su despacho en uno de 


los períodos en los que estaba de alta, que fue requerida por la presidencia 
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del Tribunal Superior de Justicia para resolver los expedientes pendientes y 


que no atendió a esos requerimientos.  


Es cierto que tanto el conocimiento de los expedientes pendientes como 


la comunicación concreta de los autos relacionados en los hechos probados 


se conocen por la expedientada una vez había cesado en el juzgado 


mercantil, cuando se encontraba ya de baja; pero la propia Sra. X X 


reconoce haber recibido físicamente los expedientes en alguno de los 


períodos en los que estuvo de alta y haber recibido las comunicaciones de 


la presidencia del Tribunal Superior de Justicia de X. 


SEGUNDO.- La sentencia de 29 de enero de 2018 de la Sala Tercera del 


Tribunal Supremo pone de relieve que el retraso en el desempeño de la 


función judicial, en cuanto al núcleo de la infracción disciplinaria que se 


examina, resulta ser un concepto jurídico indeterminado para cuya 


concreción han de utilizarse conjuntamente tres criterios, reiterados por la 


jurisprudencia contencioso-administrativa y que concurren en la cuestión 


examinada: (1) La situación general del órgano jurisdiccional; (2) el retraso 


material existente y (3) la dedicación del respectivo juez o magistrado a su 


función.  


En el presente caso, la magistrada ha estado varios periodos de baja, por 


tanto, los mismos no le pueden ser imputables en cuanto al tiempo para 


dictar las resoluciones. No obstante, la misma, encontrándose ya en 


situación de alta se le pusieron en conocimiento los asuntos que tenía 


pendientes del juzgado X, así se ha reseñado en esta misma resolución, por 


lo que la expedientada, aunque había concursado y ya no se encontraba 


prestando sus servicios en tal órgano, tuvo conocimiento de sus 
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obligaciones el día 21 de febrero de 2024 y cursó baja el día 31 de marzo 


de 2025. Por tanto, ese es el periodo que le es realmente imputable (13 


meses).  


La STS de 10 de abril de 2012 (recurso 521/2011), dice (con motivo de 


un retraso superior a los tres años) que: «Esta Sala, cuando se ha ocupado 


de tratar los ámbitos sobre los que deben operar los ilícitos disciplinarios 


derivados de incumplimientos temporales cometidos por Jueces y 


Magistrados, ha venido señalando [por todas, la antedicha sentencia de 29 


de septiembre de 2011 (recurso nº 342/2010)] que "También, como se 


razona en las sentencias de esta Sala Tercera de 7 de febrero de 2003 -


recurso 222/1999 -, 6 de julio de 2005 -recurso 149/2002 - y 20 de abril 


de 2010 -recurso 131/2009 -, aquellos ilícitos disciplinarios derivados de 


incumplimientos temporales, regulados en los artículos 417.9, 418.11 y 


419.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ofrecen como notas 


características una situación objetiva de retraso, el incumplimiento de 


tiempos procesales y, al mismo tiempo, que ese incumplimiento tenga el 


carácter de injustificado; mientras que presentan como caracteres 


diferenciadores, en el caso del tipo leve que se esté en presencia de retrasos 


aislados y esporádicos, y en el supuesto de los tipos graves y muy graves, 


que se trate de un retraso de suma importancia -falta muy grave- o, en su 


caso, que constituya un retraso de relativa importancia -falta grave-. En 


este sentido, la ya citada sentencia de la Sala de fecha 13 de julio de 2004 


-recurso 573/2001 -, a la que debe añadirse la de 9 de julio de 2009 -


recurso 261/2006 -, indican, a los efectos de lo dispuesto en el expresado 


artículo 418.11, que el retraso ha de ser frecuente y repetido, afectando a 


una pluralidad de procesos y causas que denote una actuación general, 
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constante y global del expedientado y no aislada, esporádica o meramente 


accidental». Asimismo manifiesta que  «Ha de destacarse igualmente que 


el elemento subjetivo de la culpabilidad resulta imprescindible en toda 


infracción disciplinaria y, por supuesto, también en todos y cada uno de 


esos tres específicos tipos de infracción de que aquí se está tratando, lo que 


llevará consigo, en el caso de la falta grave objeto de análisis cuando se 


quiera apreciar en razón de un solo retraso, que queden individualizadas (y 


probadas) las circunstancias reveladoras de esa mayor gravedad que 


represente, a su vez, la mayor reprochabilidad que determina la falta grave 


y no la leve». 


TERCERO.- A todo ello, como es obvio, debe añadirse el elemento 


subjetivo de la conducta, en relación con lo cual, la Sentencia de la Sala 


Tercera, Sección Séptima, del Tribunal Supremo de 20 abril 2010 pone de 


relieve que «ha de destacarse igualmente que el elemento subjetivo de la 


culpabilidad resulta imprescindible en toda infracción disciplinaria y, por 


supuesto, también en todos y cada uno de esos tres específicos tipos de 


infracción». 


En el presente asunto, se dan todas las circunstancias, tanto de carácter 


objetivo como subjetivo. El número de asuntos pendientes de resolver es 


considerable tanto en cantidad como en tiempo de retraso. Además, la 


expedientada tenía conocimiento de la pendencia de dichos asuntos. Consta 


que los asuntos estuvieron a disposición de la magistrada durante un 


periodo prolongado, no presentaban especial complejidad, y contaba con 


un refuerzo que mitigaba su carga de trabajo en el órgano judicial que debía 


atender. 
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 CUARTO. - En lo que respecta a la concreta determinación de la sanción 


que debe imponerse a la expedientado, ha de partirse de la previsión 


establecida en el artículo 421.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial cuando 


dispone que “en la imposición de las sanciones por las autoridades y 


órganos competentes deberá observarse la debida adecuación o 


proporcionalidad entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y 


la sanción aplicada”. 


Como tiene declarado la jurisprudencia -Sentencias de la Sección 7ª de 


la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 14 de julio de 2000, 17 de julio de 


2001, 11 de noviembre de 2003, 13 de octubre de 2004 y 10 de febrero de 


2005, y de la Sección 8ª de 2 de marzo, 12 de mayo, 9 de julio y 17 de 


noviembre de 2009-, el principio de proporcionalidad de las sanciones 


requiere que la discrecionalidad que se otorga a la Administración 


sancionadora para su concreta aplicación se desarrolle ponderando y 


sopesando correctamente las específicas circunstancias del caso en 


cuestión, a fin de lograr la debida y necesaria adecuación entre los hechos 


imputados y la responsabilidad exigida, de suerte que toda sanción debe 


determinarse en congruencia directa con la entidad de la infracción 


cometida y las particularidades fácticas y objetivas del supuesto 


sancionado.  


Resulta especialmente descriptiva la sentencia de la Sala Tercera, Sección 


Primera, del Tribunal Supremo de 29 de julio de 2014 -recurso de casación 


512/2013- cuando establece que «según recuerda la sentencia de esta Sala 


de 5 de octubre de 2011 (rec. num. 215/2010; FD 10º) « (...) el principio 


de proporcionalidad desempeña, en el ámbito del Derecho Administrativo 
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Sancionador, un papel capital y ello no sólo en cuanto expresión de unos 


abstractos poderes de aplicación de la Ley en términos de equidad, sino por 


el hecho concreto de que las sanciones a imponer se encuentran definidas 


en nuestro ordenamiento, por lo general, de forma sumamente flexible, de 


tal modo que una misma conducta puede merecer la imposición de 


sanciones muy diversas y que se mueven en márgenes muy amplios y que, 


por lo mismo, pueden resultar, en la práctica, de cuantía y período 


extraordinariamente diversos. El principio de proporcionalidad, impone que 


al no ser la actividad sancionadora de la Administración una actividad 


discrecional, sino una actividad típicamente jurídica o de aplicación de las 


normas, (así lo reconoce nuestro Tribunal Supremo en Sentencias de 23 de 


diciembre de 1981, 3 de febrero de 1984 y 19 de abril de 1985), los factores 


que han de presidir su aplicación estén en función de lo que disponga el 


Ordenamiento Jurídico en cada sector en particular y, muy especialmente, 


en las circunstancias concurrentes. Es en este ámbito en el que juega, 


precisamente, un papel extraordinariamente clarificador la motivación del 


concreto acto administrativo sancionador y en la medida en que la misma 


habrá de definir, no sólo las circunstancias modificativas de la 


responsabilidad apreciadas y probadas, sino, además, la específica razón 


que entiende la Administración concurre para, en los márgenes otorgados 


por la ley, imponer una concreta sanción». 


QUINTO. - Por lo que se refiere pues al juicio de proporcionalidad, 


tomando como referencia las precedentes consideraciones, entre ellas las 


circunstancias personales de la expedientadas, expresadas con meridiana 


claridad en su declaración, poniéndolas en relación con la trascendencia 


temporal del retraso (13 meses) y, particularmente, los perjuicios causados 
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a los afectados por los asuntos postergados por la mera voluntad de la 


ahora expedientada se considera que la sanción a imponer debe ser la de 


multa de 600 euros, imponiendo así la sanción en su tramo más reducido. 


En atención a lo expuesto, vistos los preceptos citados y demás de 


general aplicación, la Comisión Disciplinaria, por unanimidad, en su reunión 


del día 6 de octubre de 2026, 


 


ACUERDA 


Imponer a Ilma. Sra. Dª. XXX, por su actuación como magistrada del 


juzgado X una sanción de multa de 600 euros, por ser considerada autora 


disciplinariamente responsable de una infracción del artículo 418.11 de la 


referida citada Ley Orgánica. 


Notificar este acuerdo a la interesada y a la Fiscalía General del Estado, 


advirtiéndose que contra el presente acuerdo podrán, en su caso, interponer 


recurso de alzada ante el Pleno del Consejo General del Poder Judicial en el 


plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación. 


Comunicar el presente acuerdo a la Jefatura del Servicio de Inspección 


del Consejo General del Poder Judicial y remítase nota al Servicio de 


Personal Judicial de este Consejo General del Poder Judicial. 


 


Fdo. Excmo. Sr. D. José María Fernández Seijo 
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ISI Nº XXX-2026 (COMPLEMENTARIO) 


 


INFORME COMPLEMENTARIO QUE EMITE EL SERVICIO DE 


INSPECCIÓN, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL 


ARTÍCULO 140 DE LA LEY ORGÁNICA 4/1987, DE 15 DE JULIO, 


SOBRE COMPETENCIA Y ORGANIZACIÓN DE LA JURISDICCIÓN 


MILITAR, EN RELACIÓN A LA QUEJA PRESENTADA POR D. XXX SOBRE 


LA ACTUACIÓN DEL JUEZ TOGADO DEL JUZGADO TOGADO MILITAR 


TERRITORIAL XXX EN LAS DILIGENCIAS PREVIAS XX/0X/26 


(INFORMACIÓN PREVIA J. MILITAR X/2026). 


 


 


I. ANTECEDENTES. 


 


ÚNICO.- El día 8 de julio de 2026, la Sección de Apoyo a la Comisión 


Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial solicitó informe al Servicio 


de Inspección sobre la queja formulada en fecha 2 de julio de 2026 


(sucesivamente ampliada mediante escritos presentados en fechas 7 y 10 de 


julio de 2026) por D. X, actuando como letrado del sargento alumno D. X, 


acerca de la actuación del juez togado del Juzgado Togado Militar Territorial 


XXX en la instrucción de las diligencias previas núm. XX/0X/26, seguidas en 


dicho órgano jurisdiccional (información previa J. Militar X/2026). 


 


El escrito de queja presentado ante la Sala de Gobierno del Tribunal Militar 


Central en fecha 2 de julio de 2026 por D. X, actuando como letrado del 


sargento alumno D. X, se refería a actividad procesal desarrollada por el juez 


togado del Juzgado Togado Militar Territorial XXX en la instrucción de las 


diligencias previas núm. XX/0X/26, seguidas en dicho órgano jurisdiccional. 


 


La queja denunciaba que el juez togado instructor había rechazado 


pruebas de descargo relevantes, había mantenido abierto el procedimiento 


sin concretar la tipificación penal perseguida y había evitado resolver o 


motivar la solicitud de archivo planteada por la defensa, generando un círculo 


procesal de inacción. Además, se criticaba que cada insistencia de la defensa 


para obtener decisiones o pruebas había sido respondida con: 


 


(i) iniciativas disciplinarias contra el letrado 


(ii)  la remisión al X, por si supusiera una conculcación de las 


normas sobre incompatibilidades, del informe elaborado por un 


teniente ingeniero que asistió técnicamente a la defensa, lo que, 


según la queja, transformaba la actuación garantista en objeto 
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de persecución y se desincentivaba la colaboración técnica y la 


libre defensa.  


 


La ampliación del anterior escrito de queja, presentada en fecha 7 de julio 


de 2026 por la representación procesal del sargento alumno D. X, se refería 


igualmente a actividad procesal desarrollada por el juez togado del Juzgado 


Togado Militar Territorial XXX en la instrucción de las diligencias previas núm. 


XX/0X/26, seguidas en dicho órgano jurisdiccional. En dicha ampliación se 


ponía el énfasis en la remisión al X del informe técnico evacuado por el 


teniente ingeniero, para que este evalase la posible vulneración del régimen 


de incompatibilidades al que aquel estaría sometido, y el posterior traslado 


de dicha cuestión —de carácter estrictamente personal, administrativo y 


económico, ajena al procedimiento penal— a la fiscalía y a la acusación 


particular para que aleguen en plazo común, con la consiguiente divulgación 


entre las partes.  


 


En la segunda ampliación, presentada en fecha 10 de julio de 2026 por 


letrado del sargento alumno D. X, se completaban los anteriores escritos de 


queja acompañando documentación probatoria en relación con la instrucción 


de las diligencias previas nº XX/0X/26 seguida en el Juzgado Togado Militar 


X.  


 


En fecha 17 de julio de 2026, la Jefatura del Servicio de Inspección 


propuso (ISI n.º XXX5-2026) el archivo de plano de la queja formulada por 


D. X, actuando como letrado del sargento alumno D. X, sobre la actuación 


del juez togado del Juzgado Togado Militar Territorial XXX en la instrucción 


de las diligencias previas núm. XX/0X/26, seguidas en dicho órgano 


jurisdiccional (información previa J. Militar X/2026). 


 


El día 28 de agosto de 2026, la Sección de Apoyo a la Comisión 


Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial solicitó nuevo informe al 


Servicio de Inspección sobre la queja formulada en fecha 13 de agosto de 


2026 por D. X, acerca de la actuación del Juzgado Togado Militar Territorial 


XXX en la instrucción de las diligencias previas núm. XX/0X/26, seguidas en 


dicho órgano jurisdiccional (información previa J. Militar X/2026). 


 


 


II. HECHOS OBJETO DEL PRESENTE INFORME. 


 


1º.- El escrito de queja presentado ante la Sala de Gobierno del Tribunal 


Militar Central en fecha 13 de julio de 2026 por D. X, teniente X -autor del 
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informe técnico anteriormente señalado-, se refiere a actividad procesal 


desarrollada por el juez togado del Juzgado Togado Militar Territorial XXX en 


la instrucción de las diligencias previas núm. XX/0X/26, seguidas en dicho 


órgano jurisdiccional. 


 


La queja denuncia, en síntesis, que, siendo ajeno a los hechos 


investigados, en las referidas diligencias previas XX/0X/26 prestó 


gratuitamente un informe técnico sobre la integridad de un archivo de vídeo 


empleado como prueba, señalando indicios técnicos de edición, recodificación 


y quiebra de la cadena de custodia y proponiendo la realización de una pericial 


informática con garantías. Que, en lugar de practicar o admitir esa prueba 


pericial, el órgano instructor rechazó la impugnación del soporte videográfico 


sin pronunciarse sobre los datos técnicos, acordó requerimientos al letrado 


defensor por la extensión de sus escritos y por la forma de citar jurisprudencia 


(con posibles consecuencias disciplinarias) y remitió el informe técnico en 


cuestión al X aludiendo a supuestas incompatibilidades, lo que ha provocado 


la apertura inminente de un expediente disciplinario contra el colaborador 


técnico y la acumulación de traslados disciplinarios contra el letrado, mientras 


la prueba cuestionada sigue utilizándose en interrogatorios y declaraciones. 


Sostiene que los peritos y colaboradoras técnicos no pueden ser objeto de 


indagación por el juez instructor, de manera que, al darse traslado de su 


informe al X a efectos disciplinarios, se ha producido una extralimitación del 


objeto de la instrucción; que, igualmente, el hecho de que el letrado defensor 


acumule varios traslados o requerimientos con posible alcance disciplinario 


vulnera el ejercicio del derecho a la defensa (art. 24.2 CE); y que el informe 


pericial controvertido consignaba elementos técnicos objetivos indicativos de 


manipulación de la prueba bibliográfica, de manera que se ha vulnerado el 


derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes (art. 24.2 CE). 


 


2º.- En fecha 8 de septiembre de 2026 se dio traslado de la queja 


presentada al juez togado del Juzgado Togado Militar X, para que, en el 


plazo de tres días, remitiese informe sobre su contenido. 


 


En fecha 10 de septiembre de 2026 el juez togado del Juzgado 


Togado Militar Territorial XXX remitió informe en el que ponía de manifiesto, 


en síntesis, lo siguiente: (i) que la queja excede del ámbito competencial del 


Servicio de Inspección del Consejo General del Poder Judicial al enmarcarse 


en aspectos propios y exclusivos de la instrucción del proceso penal; (ii) que 


parece que el autor de la queja ha tenido acceso tanto la documentación del 


proceso penal militar en el que no es parte, como la información previa J. 


Militar 0X/2026 seguida ante el Consejo General del Poder Judicial. 
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III. CONSIDERACIONES 


 


PRIMERA. - El art. 140 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de la 


Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar (LOCOJM), establece lo 


siguiente:  


 


El procedimiento disciplinario se iniciará de oficio, por acuerdo 


adoptado por los órganos que tengan facultad de sancionar conforme al 


artículo 138, bien por propia iniciativa, como consecuencia de orden o 


petición razonada de distinto órgano, o de denuncia. También se iniciará 


a instancia del Fiscal Togado. 


 


Toda denuncia sobre el funcionamiento de la jurisdicción militar será 


objeto, en el plazo de un mes, de informe del Jefe del Servicio de 


Inspección del Consejo General del Poder Judicial, quien podrá proponer 


el archivo de plano, la formación de diligencias informativas o la incoación 


directa de procedimiento disciplinario. (…). 


 


De conformidad con este precepto, el objeto del presente informe se 


deberá circunscribir al análisis de las presuntas irregularidades en el 


funcionamiento de la jurisdicción militar cometidas por el Juez Togado del 


Juzgado X. 


 


SEGUNDA. – En los artículos 128 a 142 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 


de julio, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar, se regula 


la responsabilidad disciplinaria judicial, y en los artículos 131 a 133 las faltas 


disciplinarias muy graves, graves y leves.  


 


En el presente caso, parece que no se ha cometido infracción disciplinaria 


alguna por el juez togado del Juzgado X, toda vez que los hechos relatados, 


referentes a la denegación de pruebas solicitadas por la defensa; a la remisión 


del informe técnico elaborado al X, a los efectos previstos en el régimen de 


incompatibilidades; y la incoación de expedientes disciplinarios contra el 


letrado de la defensa, se enmarcan y no exceden de lo que, única e 


inequívocamente, constituye la instrucción de un procedimiento 


jurisdiccional, cuyas discrepancias deben hacerse valer y dirimirse a través 


de los recursos procedimentales legalmente previstos. 


 


TERCERA.- Sobre la remisión al X del informe técnico evacuado por un 


teniente ingeniero, para que se evalúe la posible vulneración del régimen de 
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incompatibilidades al que aquel estaría sometido, y el posterior traslado de 


dicha cuestión a la fiscalía y a la acusación particular para que aleguen en 


plazo común sobre este extremo, la queja argumenta que tal práctica 


constituye extralimitación jurisdiccional y que vulnera la intimidad y el honor 


de un tercero, al someter su situación privada a debate contradictorio en un 


proceso en el que no figura como investigado ni parte, además de contravenir 


las advertencias sobre disociación de datos personales.  


 


En este sentido, tal y como ya se señaló por esta jefatura en fecha 17 de 


julio de 2026, al proponer (ISI n.º XXX5-2026) el archivo de plano de la queja 


formulada por D. X, actuando como letrado del sargento alumno D. X, parece 


que deberá dilucidarse si, indiciariamente, el juez togado ha podido incurrir, 


o no, en la falta muy grave prevista en el art. 131.10 de la Ley Orgánica 


4/1987, de 15 de julio, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción 


Militar, consistente en:  


 


[l]a revelación de hechos o datos conocidos en el ejercicio de su cargo 


o con ocasión de éste, cuando se cause algún perjuicio a la tramitación de 


un procedimiento o a cualquier persona. 


 


O bien en la falta grave prevista en el art. 132.7 de la referida Ley 


Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de la Competencia y Organización de la 


Jurisdicción Militar, consistente en 


 


[r]evelar hechos o datos conocidos en el ejercicio de su función o con 


ocasión de éste, cuando no constituya la falta muy grave del apartado 10 


del artículo 131. 


 


Dado que el tipo previsto en los arts. 131.10 y 132.7 de la Ley Orgánica 


4/1987, de 15 de julio, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción 


Militar, parecen exigir, para una correcta subsunción de los hechos en el 


mismo, que la revelación y/o el perjuicio irrogado a cualquier persona revista 


un carácter ilícito o ilegítimo, la conclusión, ya se anticipa, es negativa.  


 


En el ámbito de la Jurisdicción Militar, la obligación de comunicar una 


posible infracción administrativa en materia de incompatibilidades obtenida 


durante un procedimiento judicial deriva de las facultades y deberes 


generales de los órganos judiciales y del Ministerio Fiscal para poner en 


conocimiento de la autoridad competente hechos que puedan generar 


responsabilidades distintas de las penales. Si los hechos que aparecen en un 


procedimiento penal militar pudieran consistir en una infracción 
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administrativa o disciplinaria (por ejemplo, una actividad privada no 


autorizada incompatible con el servicio), el órgano judicial deberá acordar la 


deducción de testimonio o la remisión de particulares a la autoridad 


administrativa o disciplinaria competente.  


 


No cabe duda de que, si la posible incompatibilidad se conoce en el curso 


de un proceso judicial, es decir, si el órgano judicial aprecia indicios de una 


infracción administrativa en materia de incompatibilidades, puede y debe 


remitir testimonio o poner los hechos en conocimiento de la autoridad 


competente. Esta facultad deriva del deber de las autoridades y empleados 


públicos de actuar conforme a la legalidad, de los deberes de colaboración 


entre poderes públicos y de la obligación de perseguir las responsabilidades 


que pudieran resultar de los hechos conocidos en el curso de la investigación. 


 


Si, además, el afectado es militar profesional, puede entrar en juego el 


régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas, al margen de la eventual 


responsabilidad derivada del régimen de incompatibilidades.  


 


En este sentido, el art. 8.11 de la Ley Orgánica 8/2014 de 4 de diciembre, 


del Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas, tipifica expresamente 


como falta muy grave: 


 


El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello 


dé lugar a una situación de incompatibilidad. 


 


Pues bien, la obligación de poner los hechos presuntamente susceptibles 


de generar responsabilidad disciplinaria en conocimiento de la autoridad con 


potestad sancionadora se encuentra prevista en el art. 42 de la referida Ley 


Orgánica 8/2014, de 4 de diciembre, de Régimen Disciplinario de las Fuerzas 


Armadas, que, bajo la rúbrica “Parte disciplinario”, dispone: 


 


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 30, todo militar que 


observe o tenga conocimiento de un hecho o conducta que constituya 


infracción disciplinaria y no tenga competencia sancionadora, formulará 


directa e inmediatamente parte disciplinario a quien la tenga para 


sancionar la falta u ordenar la instrucción del oportuno expediente 


disciplinario, informando de tal circunstancia a su inmediato superior. 


 


De esta manera, cuando un Juez Togado Militar en ejercicio de funciones 


jurisdiccionales, aprecie hechos con posible relevancia disciplinaria o 
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administrativa, deberá, como ha sucedido en el presente caso, acordar la 


remisión de testimonio de particulares a la autoridad competente.  


 


Tomando en consideración todo lo expuesto, la conclusión que se alcanza 


es que procede el archivo de plano de la queja formulada por el teniente X D. 


X, sobre la actuación del juez togado del Juzgado Togado XXX en la 


instrucción de las diligencias previas núm. XX/0X/26, seguidas en dicho 


órgano jurisdiccional (información previa J. Militar X/2026). 


 


IV. CONCLUSIÓN 


 


Por lo expuesto, se propone el archivo de plano de la queja formulada 


por el teniente X D. X, sobre la actuación del juez togado del Juzgado Togado 


Militar Territorial XXX en la instrucción de las diligencias previas núm. 


XX/0X/26, seguidas en dicho órgano jurisdiccional (información previa J. 


Militar X/2026). 


 


Elévese el presente informe, junto con las actuaciones de que trae causa, 


a la Comisión Disciplinaria a los efectos previstos en el art. 140 de la Ley 


Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de la Competencia y Organización de la 


Jurisdicción Militar.  


 


En Madrid, a 15 de septiembre de 2026. 


 


 


 


 


 


 


 
 


María Dolores Hernández Rueda 
Jefa del Servicio de Inspección 


 


 





		PRIMERA. - El art. 140 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar (LOCOJM), establece lo siguiente:



